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           PEREIRA – RISARALDA

            SALA CIVIL – FAMILIA

TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA CIVIL - FAMILIA

Magistrado Ponente:

Fernán Camilo Valencia López




Pereira, nueve de septiembre de dos mil nueve



Acta  Nº 451.
Se ocupa la Sala de decidir el recurso de apelación que Gloria Yaneth Timaná Villa interpuso contra la sentencia proferida por el Juzgado de Menores de la ciudad el 24 de julio de 2009, que negó el amparo constitucional solicitado frente a la ESE Rita Arango Álvarez del Pino y el Instituto de Seguros Sociales respecto de sus derechos fundamentales. 



ANTECEDENTES 

Pidió la libelista ordenar “al INSTITUTO DE SEGURO SOCIAL o en su defecto a la ESE RITA ARANGO ÁLVAREZ DEL PINO, el reintegro al cargo que venía desempeñando, u otro empleo de superior categoría, de funciones y requisitos afines para su ejercicio, con retroactividad al día 13 de noviembre de 2008… cancelándole los salarios y las prestaciones sociales dejados de percibir mientras permaneció cesante” y “la indemnización debía ser liquidada de acuerdo a la CONVENCIÓN COLECTIVA DE 2001” (sic).
En la respectiva demanda se argumentó que mediante el decreto 4280 de 2008 “por el cual se aprobaba la modificación de la planta de personal de la Empresa Social del Estado RITA ARANGO ÁLVAREZ DEL PINO” fue suprimido el cargo que la señora Timaná Villa desempeñaba “por tal razón a partir del 13 de noviembre de 2008 le fue comunicada la terminación del vinculo laboral”; que estuvo vinculada a la entidad desde el 26 de junio de 2003 “fecha en la que el presidente (sic) de la República paso (sic) el personal del Seguro Social y creo (sic) la ESE Rita Arango Álvarez de (sic)  Pino”; que en la actualidad no tiene trabajo y se encuentra en dificultades económicas por ser madre cabeza de familia y tener a su cargo un hijo con pérdida del 50% de la capacidad laboral, y que la liquidación definitiva de sus prestaciones sociales no fue practicada según lo dispuesto en la Convención Colectiva de Trabajo realizada entre el Instituto de Seguros Sociales y el Sindicato Nacional de Trabajadores de la Seguridad Social.
La demanda se admitió el 10 de julio de 2009 por el Juzgado del conocimiento y corrida en traslado, la Apoderada General del Liquidador de la E.S.E. Rita Arango Álvarez del Pino, luego de referir el trámite de supresión y liquidación, y ratificar los hechos mencionados en la tutela, aclaró que la demandante fue trabajadora de la E.S.E. Rita Arango y no funcionaria del Instituto de Seguros Sociales; que no presentó la “solicitud y los documentos requeridos para ser incluida dentro de las personas protegidas por el Retén Social, como Madre Cabeza de Familia” por lo que no puede ahora pretender que por vía judicial sea ordenada su inclusión; que se le reconoció indemnización por supresión del cargo y las correspondientes prestaciones sociales mediante la resolución APL 1647, que no fue recurrida. Agrega además, que tampoco es procedente el reintegro de la accionante porque el “Gerente Liquidador de la ESE no puede realizar actividades en desarrollo de su objeto social, pues su capacidad jurídica únicamente se conserva para realizar actos, operaciones y contratos necesarios en ese orden a efectuar su pronta liquidación y que la “accionante cuenta con otros mecanismos judiciales para hacer valer sus derechos que considera vulnerados, en virtud del acto de supresión de su cargo, que no puede ser cuestionado por vía de acción de tutela”.

El Juzgado del conocimiento, luego de recibir la declaración a la actora, profirió sentencia en su contra el 24 de julio último al considerar que no hubo  vulneración alguna a su mínimo vital porque “recibió indemnización por un monto de $22.560.599. consignado en su cuenta de nómina, lo cual le permite afrontar temporalmente la situación y sustentará (sic) sus gastos de manutención mientras se emplea de nuevo o hasta tanto adelante el trámite judicial ordinario que corresponde” y que la tutela era improcedente para atacar el decreto 452 de 2008, que dio lugar a la supresión del cargo que desempeñaba porque de “la lectura de los documentos aportados, se puede establecer que el derecho reclamado por la accionante, es una decisión contenida en un acto de carácter administrativo y claramente se aprecia que ésta tenía expeditos otros medios de defensa, concretamente los recursos procedentes por la vía gubernativa… que no fueron agotados previamente y tal como lo alega la ESE accionada dicho acto se encuentra en firme, situación de la que se apartó totalmente el Instituto de Seguros Sociales, ente también accionado en este asunto, puesto que de su escrito de contestación indicó tajantemente que el vínculo laboral de la señora Gloria Yaneth era con la ESE y por tanto la situación alegada por este medio correspondía a la ESE Rita Arango Álvarez del Pino”.

En término impugnó la interesada, con insistencia de los argumentos expuestos en la demanda. 



Para resolver,  SE CONSIDERA:

Bien vista la situación, realmente no se advierten mayores fundamentos para concluir en la revocatoria de la sentencia impugnada. Recuérdese que la acción de tutela como bien lo anotó la juez de primera instancia es un mecanismo de carácter subsidiario frente a otros mecanismos de la misma eficacia para la protección de los derechos supuestamente conculcados, según  dispone el artículo 86 de la Constitución Nacional: “toda persona tendrá acción de tutela para reclamar ante los jueces, en todo momento y lugar, mediante un procedimiento preferente y sumario, por sí misma o por quien actúe a su nombre, la protección inmediata de sus derechos constitucionales fundamentales, cuando quiera que estos resulten vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de cualquier autoridad pública. (...)  Esta acción solo procederá cuando el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que aquella se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable”, condicionamiento que se reiteró en el artículo 6° del Decreto 2591 de 1991 así:

“La acción de tutela no procederá: 

“1. Cuando existan otros recursos o medios de defensa judiciales, salvo que aquélla se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable. La existencia de dichos medios será apreciada en concreto, en cuanto a su eficacia, atendiendo las circunstancias en que se encuentra el solicitante”.

Esta norma fue declarada exequible por la Corte Constitucional
 y ha dado lugar a lo que se conoce como el principio de subsidiariedad que rige la acción de tutela, respecto del que la jurisprudencia ha hecho innumerables pronunciamientos, entre ellos el que a continuación se cita en lo pertinente:

“Si existiendo el medio judicial, el interesado deja de acudir a él y, además, pudiendo evitarlo, permite que su acción caduque, no podrá más tarde apelar a la acción de tutela para exigir el reconocimiento o respeto de un derecho suyo. En este caso, tampoco la acción de tutela podría hacerse valer como mecanismo transitorio, pues esta modalidad procesal se subordina a un medio judicial ordinario que sirva de cauce para resolver de manera definitiva el agravio o lesión constitucional.”

Para concluir en la decisión anunciada debe decirse que fueron dos las inconformidades que la demandante expuso y que según ella merecen reproche desde el punto de vista constitucional, el primero fue que mediante decreto 4280 de 2008 se dispuso la supresión, a partir del 13 de noviembre de ese año del cargo que ocupaba en la E.S.E. Rita Arango Álvarez del Pino, circunstancia que a su entender le desconoció el beneficio consagrado en el artículo 12 de la Ley 790 de 2002,
 toda vez que no se le dio la oportunidad de presentar los documentos para quedar amparada por el retén social sino que simplemente su cargo fue suprimido; el segundo, que mediante la resolución APL 1647
 se liquidó de manera equivocada el monto de sus prestaciones sociales pues no se acogió la Convención Colectiva de Trabajo realizada entre el Instituto de Seguros Sociales y el Sindicato Nacional de Trabajadores de la Seguridad Social en 2001. En ambos casos, la demandante bien pudo ejercer en término y no lo hizo, según se deduce del expediente, las acciones ordinarias que a la postre tenía para atacar sendos actos administrativos si en verdad los encontraba tan perjudiciales a sus intereses, pues como se tiene repetido al juez constitucional ni le compete usurpar la competencia del juez ordinario ni desorientar el fin protector de esta clase de acción para revivir oportunidades judiciales precluídas. 

Finalmente y para respaldar la improcedencia de la demanda es preciso resaltar que si bien la legislación vigente no establece un término para el ejercicio de la tutela, ha considerado la H. Corte Constitucional que la misma debe interponerse en un término razonable
; entonces, es extemporáneo que se quieran atacar por esta vía actos administrativos que se expidieron hace más de 8 meses sin que obre en el expediente prueba que justifique la tardanza. 
Se confirmará, en consonancia con lo expuesto, la sentencia impugnada por la señora Timaná Villa.

Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, en Sala de Decisión Civil – Familia, administrando justicia en nombre de la República de Colombia y por autoridad de la ley, CONFIRMA la sentencia que en esta acción de tutela dictó el 24 de julio de 2009 el Juzgado de Menores de la ciudad.
Notifíquese esta decisión a las partes en la forma prevista en el artículo 30 del Decreto 2591 de 1991 y en su debida oportunidad remítase el expediente a la Honorable Corte Constitucional para su eventual revisión.

Cópiese y notifíquese

Los Magistrados,

Fernán Camilo Valencia López

Claudia María Arcila Ríos



   Gonzalo Flórez Moreno













� Sentencia C-018 de 1993. Magistrado Ponente, doctor Alejandro Martínez Caballero


� Sentencia SU-111 de 1997 MP,. Eduardo Cifuentes Muñoz


� “Protección especial. De conformidad con la reglamentación que establezca el Gobierno Nacional, no podrán ser retirados del servicio en el desarrollo del Programa de Renovación de la Administración Pública las madres cabeza de familia sin alternativa económica, las personas con limitación física, mental, visual o auditiva, y los servidores que cumplan con la totalidad de los requisitos, edad y tiempo de servicio, para disfrutar de su pensión de jubilación o de vejez en el término de tres (3) años contados a partir de la promulgación de la presente ley”. 


� De 4 de diciembre de 2008


� Al respecto pueden consultarse, entre otras, las sentencias SU-961 de 1999; T-001 y 263 de 2007
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